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5. REFLEXIONES PARA POLÍTICAS PÚBLICAS 
 

En este trabajo se ha tratado de presentar, analizar y argumentar un determinado sistema de 
tenencia de la tierra, visto como una gama de derechos propietarios distribuidos entre el Estado, el 
ayllu y la familia. Se ha utilizado la perspectiva socioeconómica tanto en el análisis de las normativas y 
de las instituciones agrarias existentes en el ayllu como en el análisis descriptivo de los nexos 
económicos, políticos y sociales. Se ha intentado además comprender e investigar una estructura 
interrelacionada y extraer reflexiones sobre políticas públicas pensadas para las comunidades 
campesinas e indígenas. 
 
1. La normativa agraria 
 

El régimen de la tenencia de la tierra ejercida en las comunidades se caracteriza por tener 
normas de acceso y uso de la tierra, suficientemente cristalizadas. Al margen del Estado, la 
colectividad local (marka, ayllu o comunidad) conserva derechos de control y regulación mientras que 
la familia o un subconjunto de familias (por ejemplo los usufructuarios de tierras comunales) tienen los 
derechos de propiedad. Esta realidad concuerda solo parcialmente con las actuales modalidades de 
saneamiento y titulación de tierras. Las comunidades campesinas están ante el dilema de optar entre la 
titulación colectiva de TCO y la titulación individual, por definición, alternativas mutuamente 
excluyentes. En consecuencia, el saneamiento de tierras en el altiplano es incierto y no reconoce las 
prácticas locales. 

Entonces, donde existan comunidades campesinas y/o indígenas corresponde estudiar la 
posibilidad de institucionalizar ese régimen de tenencia de la tierra compartida. El desarrollo de una 
norma con esas características tendría que apuntar a lo que se denominaría como titulación de Derecho 
Territorial Comunal (DTC) no como título de propiedad colectiva sino como el reconocimiento de las 
normas consuetudinarias de protección, control y regulación que tiene cada comunidad rural. Sería 
como la TCO pero incluyendo la posibilidad de titulación individual/familiar y manteniendo las 
facultades comunales. 

Una normativa de este tipo podría permitir desarrollar otros dos aspectos referentes a la 
ampliación de la participación de las comunidades. El primero está referido al desarrollo de normas e 
instituciones para el manejo y seguridad jurídica de tierras al interior de TCOs de tierras altas (altiplano 
y valles) que, en contraste a la TCO de tierras bajas, incluye posesión familiar claramente definida. De 
esa manera, podría viabilizarse el saneamiento de tierras a nivel comunal y, a la vez, esclarecer el 
derecho propietario familiar bajo la garantía en corresponsabilidad entre el Estado y la organización 
comunal. El segundo aspecto alude a la formalización de una jurisprudencia estatal como instancia 
supra-comunal de apelación de conflictos agrarios y de apoyo técnico a las comunidades. Esto también 
significa definir competencias y obligaciones de las autoridades comunales para la conciliación de 
conflictos por la tierra. 

Si se admite que la comunidad campesina es un ente socialmente cohesionado, bien podría 
otorgarse mayores funciones a la misma en el proceso del saneamiento de tierras. Al respecto, ya 
existen avances con el saneamiento interno de tierras sobre todo en temas de conciliación de conflictos 
según usos y costumbres pero podría ampliarse el mismo concepto hacia la verificación del origen de 
derechos propietarios familiares y de la función social. Esto significa que además de los requisitos 
formales exigidos para la demostración de la legalidad de posesión de tierras (títulos y papeles) se 
otorgue mayor valor a la declaratoria de “posesión pacífica” que realicen las autoridades comunales 
previa revisión del cumplimiento de función social según el principio de la Reforma Agraria y Ley 
INRA de que el trabajo es el sustento de la propiedad. 
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2. El desarrollo rural 
 
En las comunidades, la actividad agropecuaria es ahora tan importante como la actividad no 
agropecuaria y ello depende de la relación con el mercado y, en definitiva, con el mundo externo. Es 
evidente la habilidad que las familias han desarrollado para vivir interactuando entre el mundo rural y 
el urbano. Es decir, la comunidad no es un espacio cerrado. 
 
En la región de estudio, la propiedad agraria –extensión de tierra- se ha reducido al mínimo viable 
desde el punto de vista técnico y económico. Es el minifundio económico que se mantiene a costa de 
una alta expulsión de la población rural al grado de que una propiedad familiar ya no es susceptible de 
más subdivisiones que favorezcan el permanente aumento de familias. Se trata de una economía 
familiar debilitada que se apoya en la comunidad y en los sistemas de protección mutua para el acceso 
equitativo a los recursos. En ese sentido, la tarea inmediata que debería contemplarse en los programas 
de desarrollo rural podría apuntar al mejoramiento de las condiciones de producción, recuperación de 
la capacidad productiva y establecimiento de zonas de asentamiento humano en otras áreas rurales.  
 
Pero el tema de desarrollo de las comunidades pasa hoy necesariamente por las políticas municipales. 
Un reto aún inconcluso es la forma de vincular la unidad básica de producción, la familia, con la 
inversión municipal, debido a que resulta complicado desde el punto de vista legal, la transferencia de 
recursos públicos a unidades familiares a pesar de la necesidad de inyección directa de capital. En estas 
condiciones, los municipios se ven obligados a construir infraestructuras productivas colectivas como 
mataderos o centros de acopio que en último término acaban siendo subutilizadas o abandonadas. Otro 
desafío es cómo utilizar el potencial organizativo de la comunidad para fines de desarrollo rural desde 
los municipios. Una posibilidad podría ser el uso de las formas de control y regulación comunal sobre 
la tierra para promover organizaciones y mecanismos comunales orientados a brindar oferta de bienes 
y servicios al gobierno municipal sustentados en garantías intangibles como la pertenencia de la 
persona a la comunidad. Estos trabajos, al valorar el capital comunal y los códigos culturales, apuntan a 
un desarrollo de tipo territorial muy ligado a los rediseños propuestos en líneas arriba. 
 
 
3. La comunidad campesina 
 
En el documento se ha mostrado que existen suficientes indicios de la necesidad y posibilidad de 
reconocer formalmente a las comunidades rurales. Esta idea no es nueva, sino que ya fue planteada por 
Urioste (1992) y rescatada por la Ley de Participación Popular de 1994. En realidad se trata de 
profundizar la participación popular no sólo transfiriendo recursos económicos sino también 
atribuciones y competencias a la comunidad en cuanto al manejo de recursos naturales según normas 
consuetudinarias y estatales compatibilizadas. También este punto está relacionado con los planes de 
ordenamiento territorial. 
 
Un primer punto es sin duda la legitimación de las comunidades indígenas y campesinas reconociendo 
su dominio territorial, sistema de autoridades, normas y formas de contribución. De esa manera las 
comunidades podrían constituirse en unidades territoriales mínimas y descentralizadas para la 
administración municipal sin que exista una constante subdivisión de las mismas al calor de la 
competencia por los recursos municipales ni formación de unidades mayores (cantones y distritos 
municipales) poco funcionales y legítimos. 
 
El segundo punto es la unificación o compatibilización del sistema de autoridades en el ámbito 
municipal. Actualmente por un lado están las autoridades comunales (mallkus y sindicatos agrarios) 
con una estructura funcional propia pero, por otro, están las autoridades estatales y municipales 
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(subalcaldes, agentes cantonales, comités de vigilancia). Ello provoca la existencia paralela de dos 
órganos, uno sustentado en las normas consuetudinarias y otro en leyes formales. Además del rediseño 
de las formas de representación y de instancias funcionales, el municipio podría sancionar una política 
de ordenamiento territorial sustentado en la organización sociopolítica tradicional de las comunidades. 
Esto, lógicamente, permitiría avances en los mecanismos de participación en el diseño e 
implementación de políticas públicas municipales más acordes con la realidad local y, además, sería la 
base para el establecimiento del catastro municipal de tierras agrarias. En definitiva, la tierra podría 
jugar un rol estratégico para el gobierno local al igual que hasta hoy lo cumple para la formación de las 
comunidades campesinas e indígenas. 
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